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DIVISIÓN JURÍDICA

Al  contestar  refiérase 

al  oficio  Nº 09472
10 de setiembre de 2009

DJ-1077

Señora

Elizabeth Aedo Cubero

Contralora 

UNIVERSIDAD NACIONAL

Estimada señora:

Asunto: Se emite pronunciamiento acerca del alcance de las atribuciones de la contraloría universitaria en relación con las fundaciones instrumentales de las entidades de educación superior.

Me refiero a su oficio No. C.297.2008 de 6 de octubre de 2008, en el que a partir de los términos de nuestro oficio No. 8350 de 13 de agosto de 2008,  nos solicita que se le aclare la competencia funcional de la Contraloría Universitaria para asesorar, advertir y fiscalizar en forma amplia, a la Fundación para el Desarrollo Académico de la Universidad Nacional.   En este orden de ideas expone en su oficio que:
“En nuestro criterio, de conformidad con lo establecido en el artículo 22 de la Ley General de Control Interno y, a pesar de que dicha Fundación, de acuerdo con la Ley de Fundaciones, cuenta con Auditor Interno, consideramos que la Contraloría Universitaria tiene competencia para asesorar, advertir y fiscalizar a dicha Fundación, tanto en lo relacionado con las actividades de venta de bienes y servicios universitarios, como en el resto de las actividades propias de su operación o funcionamiento, por tratarse de una Fundación de la Universidad Nacional, cuya totalidad de fondos, según lo indicado, son públicos.”

En virtud de que el criterio que emita la Contraloría General ante esta consulta incide directamente en el quehacer de las fundaciones universitarias en general, de conformidad con el artículo 29 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, se emplazó a las autoridades administrativas de las fundaciones, a sus auditorías internas, así como a las contralorías de las otras entidades de educación superior, para que manifestaran sus puntos de vista acerca del tema consultado.   Las respuestas recibidas fueron valoradas por esta División y han sido incorporadas al expediente administrativo de esta consulta.
Criterio de la División:


Sobre el tema consultado, procede señalar que efectivamente esta División concluyó en el oficio No. 8350 del año 2008 que el patrimonio de las fundaciones universitarias es integralmente público.  No obstante, esa sola afirmación no puede sustentar la tesis de que las contralorías universitarias tienen atribuciones para incursionar de oficio en labores de auditoría a nivel de las fundaciones universitarias.

Lo anterior por cuanto en el propio oficio No. 8350, se señaló también que “al habilitar el legislador un esquema de organización privado a un ente instrumental de un ente público, y por lo tanto  integrante indiscutible de la hacienda pública como ya se comentó, genera reglas de funcionamiento especiales, que suponen en términos generales una exclusión de las normas que rigen los procedimientos  de gestión ordinarios de la Administración Publica”.


En el caso concreto que nos ocupa, debe indicarse que de conformidad con el artículo 18 de la Ley de Fundaciones, las fundaciones universitarias deben contar con auditoría interna propia, aspecto que en la práctica se ha verificado.  Desde esta perspectiva, es a esa auditoría interna a la que le corresponde conformar, desde la óptica orgánica, el sistema de control interno de esos entes instrumentales autorizados por el legislador.  No corresponde por lo tanto a las contralorías universitarias asumir ese papel.  
En consecuencia, según lo dicho y con sustento en la misma línea argumental contenida en el oficio No. 8350 del año 2008, se debe puntualizar lo siguiente:
1. La función de auditoría interna relativa a las fundaciones universitarias, la debe desempeñar la unidad que a esos efectos se conforme al interior de esos entes instrumentales, según lo prevé el artículo 18 de la Ley de Fundaciones.  Entonces las contralorías universitarias carecen de atribuciones para programar de oficio estudios o intervenciones de cualquier tipo en el ámbito directo de las fundaciones universitarias.
2. Los auditores internos de las fundaciones universitarias, por regla de principio, están cubiertos por lo dispuesto en el artículo 15 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, norma dispuesta para garantizar la independencia de la función de auditoría en el ámbito de la Hacienda Pública.
3. Las contralorías universitarias no tienen competencia para actuar de oficio sobre el quehacer de las fundaciones universitarias.  Su ámbito de acción relativo a esos entes instrumentales es el siguiente:
a. Desempeñar de manera plenaria su función de auditoría en los términos de la Ley General de Control Interno, acerca de la actuación de la Universidad relacionada con sus entes instrumentales.  En este orden de ideas, en el oficio No. 8350 se definió que las autoridades universitarias deben desarrollar una serie de actividades que delimitan y verifican el desarrollo de los entes instrumentales.  Esas son actuaciones de la propia Universidad y por lo tanto están bajo el ámbito de acción de las contralorías universitarias.

b. A solicitud de las autoridades universitarias, pueden realizar estudios en las fundaciones universitarias, con el alcance que les sea determinado por esas autoridades.  En este orden de ideas, debe aclararse que los resultados de los estudios de las contralorías universitarias en las fundaciones, no podrían generar disposiciones o recomendaciones directas a las autoridades de las fundaciones, sino que deben ser canalizadas hacia las autoridades universitarias, para que éstas tomen las acciones que les corresponden según sus competencias.  Asimismo, es vital que cuando las autoridades universitarias acuerden involucrar a las contralorías universitarias en estudios directos en las fundaciones, analicen la pertinencia de la medida, de manera que se valore si los estudios pueden ser abordados por las auditorías internas de las propias fundaciones, de manera que no se generen duplicidades innecesarias.  Debe tenerse presente que el control es fundamental para asegurar el cumplimiento de los fines institucionales, pero no se puede convertir en un fin en sí mismo ni desbordar los principios de proporcionalidad y razonabilidad, de manera que las decisiones que se adopten en esta materia deben procurar el mejor uso de las herramientas del sistema de control interno, y no permitir una aplicación desordenada e indiscriminada de mecanismos de control que pudieran incluso afectar la eficiencia y efectividad de la actuación administrativa que pretenden controlar.
c. Pueden atender requerimientos de cooperación técnica que les formulen las auditorías internas de las fundaciones universitarias, en el entendido de que esta tampoco es una vía para desplazar a esas unidades en su responsabilidad directa y exclusiva de integración del sistema de control interno de los entes instrumentales.
d. Deben atender los requerimientos de intervención sobre las fundaciones universitarias que les formule la Contraloría General de la República, según los alcances y condiciones que defina el propio órgano contralor.

Atentamente,
Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas

Gerente de División
CAAV/Rbr
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